
DICTAMEN No. 117 
 
MERCEDES BARTUEMU RIOS SECRETARIA P.S. DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día trece de enero de mil novecientos ochenta y uno, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 9. Se da cuenta con el oficio  consulta del Presidente del tribunal 
Municipal Popular de Boyeros, que es del tenor siguiente:  
"Actualmente los fiscales se personan y actúan con bastante frecuencia en 
juicios radicados por delitos competencia de los tribunales municipales 
populares, posibilidad que les ofrece el artículo369 de la Ley de Procedimiento 
Penal. 
"Según el artículo 377 del propio cuerpo legal, las disposiciones relativas a la 
fase preparatoria del juicio oral, la práctica de pruebas y todas las demás de 
carácter general de esa Ley, son de aplicación en los procesos de que conocen 
los tribunales municipales populares, en cuanto no se opongan a lo dispuesto 
específicamente en el Libro V de la Ley de Procedimiento Penal.  
"El artículo 357 de dicho texto prohíbe imponer una sanción más grave que la 
solicitada por la acusación, salvo que se utilice la fórmula del artículo 350 
(párrafo 4to.) 
"Expuestas las anteriores premisas, en los casos en que el Fiscal actuando en 
un tribunal municipal, solicita una sanción de multa ¿puede el tribunal municipal 
imponer una sanción más grave, la de privación de libertad?, ¿de hacerlo no 
viola lo dispuesto por el artículo número 357 de la Ley de Procedimiento 
Penal?.  
"¿Puede el tribunal municipal en ese caso hacer uso de la fórmula del artículo 
número 350 de la Ley, para impedir la limitación de su arbitrio y no vulnerar lo 
dispuesto por el antes citado artículo número 357 de la Ley?".  
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
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Del análisis del título primero, del Libro V, de la Ley de Procedimiento penal, en 
el que se regula el procedimiento ante los tribunales municipales populares, se 
observa sustanciales diferencias con el denominado procedimiento ordinario, 
ya en la fase preparatoria como en el juicio oral.  
En primer lugar, el ejercicio de la acción penal y, consecuentemente, la acción 
civil derivada de aquél, no son facultades privativas, del Ministerio Fiscal, pues 
tanto el perjudicado u ofendido, y el que presenciare un hecho constitutivo de 
delito de la competencia de estos tribunales, pueden directamente denunciar 
los hechos antes las autoridades competentes, por consiguiente, el tribunal 
viene obligado, de derecho, a sustanciar el proceso correspondiente, siempre 
que los hechos denunciados revistan caracteres de delito. 
Otro rasgo distintivo de este procedimiento, derivado del anterior, es que el 
tribunal no queda vinculado a la petición de retirada de la acusación que 
formulare el fiscal que asistiere al acto del juicio oral. 
Por otra parte, corresponde al tribunal el sobreseimiento del proceso en los 
casos previstos por la Ley. 



En consecuencia, es innegable que el principio acusatorio, predominante en el 
proceso ordinario, rige, en el procedimiento especial ante los tribunales 
municipales, mas limitadamente. 
En tal virtud, el tribunal municipal, en los juicios por delitos, no queda vinculado 
a la petición del fiscal, en cuanto a la sanción imponible al acusado, de lo que 
se sigue, que, en su caso no tendrá que hacer uso de la fórmula que previene 
el artículo 350 de la Ley de procedimiento Penal.  


